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    Jorge Castañeda González


    Es un privilegio prologar una obra tan valiosa. Esta investigación abarca un sinnúmero de temas trascendentes relacionados con la interpretación de leyes fiscales, lo cual la hace única en la doctrina. De la revisión que se haga al acervo bibliográfico existente no se encontrará obra alguna tan útil como la presente, ya que propone a todos aquellos que tienen que lidiar con la referida actividad, una serie de conceptos, definiciones, instrumentos, temas e instituciones jurídicas que facilitan la consabida interpretación. Ese enorme esfuerzo parte de la base, del punto de vista de un contador público que se dirige a los demás colegas, quienes profesionalmente tienen que hacer la exégesis de las leyes fiscales en forma cotidiana; por tal virtud, el estudio está dirigido a ellos y les puede resultar oro molido. Ese es el valor de la obra: ni más ni menos.


    La investigación ha sido realizada por un contador público sobre un tema eminentemente jurídico, lo cual es lo primero que llama la atención. Al respecto, cabe señalar que no se trata de cualquier Contador Público, sino de uno que ha alcanzado el grado de Doctor en Ciencias de lo Fiscal y quien tiene casi tres décadas luchando por interpretar día con día las leyes fiscales. Ese ha sido su acontecer a partir de Fábricas Monterrey, Grupo Visa (Hoy Femsa), Grupo Cydsa, y en los últimos años, desde su propia firma de consultores, de la cual es director.


    Esa prolongada experiencia adquirida en empresas importantes de la región, le permitió al Dr. Covarrubias advertir la trascendencia del tema para quienes tienen que asesorar a los contribuyentes en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. En la práctica, los profesionales que inicialmente interpretan y aplican las leyes fiscales no son los abogados, ni los administradores o los financieros de las empresas, ni los auditores o abogados del fisco, ni los jueces o magistrados de los tribunales administrativos o fiscales; son los Contadores. Lo paradójico es que en su preparación profesional no sean debidamente capacitados en tan especial actividad. Esta obra constituye un magnífico instrumento para alcanzar dicho fin.


    La experiencia del autor no solo se basa en la práctica profesional como consultor de empresas, esto es, de contribuyentes, sino también en la docencia. En efecto, el doctor Alejandro Covarrubias cuenta con dos décadas de instruir sobre impuestos, en especial, impuesto sobre la renta, pero siempre preocupado por enseñar a interpretar y aplicar correctamente la ley que contempla el impuesto más importante en el país.


    Esa actividad que le apasiona y que ha sabido alternar con su práctica profesional le ha permitido ser pilar del Instituto de Especialización para Ejecutivos, A.C., en la materia de impuesto sobre la renta; en la Facultad Libre de Derecho de Monterrey, con la materia Derecho Fiscal; en la Escuela de Especialidades para Contadores Profesionales, con la materia principios generales para el análisis e interpretación de la legislación fiscal; además de participar como expositor en un sinnúmero de instituciones relevantes como el Instituto de Contadores Públicos de Nuevo León, A.C., la Cámara Nacional de la Industria de Desarrollo y Promoción de Vivienda (Canadevi), la Cámara de la Industria de la Transformación de Nuevo León (Caintra), en la Cámara de la Industria de la Construcción, en el Centro Coordinador Empresarial y en Capacitación Integral del Norte, A.C.


    La presente obra no podría haber sido realizada sin el formidable sustento profesional y académico que se ha reseñado brevemente. Esta investigación aporta, en concreto, una serie de elementos que a juicio del Dr. Covarrubias, pueden ser fundamentales al momento de interpretar y aplicar las leyes fiscales por los responsables de lidiar con la legislación fiscal en una primera instancia: los contadores. La mayoría de esos elementos son de naturaleza jurídica y en ninguno de ellos profundiza desde el punto de vista de la ciencia del Derecho, pero este trabajo tiene la virtud de definir en pocas y claras palabras la esencia de esas instituciones jurídicas y para ello acude, invariablemente, a las raíces grecolatinas, a los diccionarios especializados y a la doctrina jurídica, sin llegar a la exageración.


    La investigación del Dr. Covarrubias parte de la base de que en las escuelas y facultades de Contaduría no se prepara adecuadamente a los futuros Contadores Públicos en el arte de la interpretación y aplicación de las leyes fiscales; seguramente tiene razón, a juzgar por la realidad. El problema a resolver en su trabajo se limita a encontrar “los conocimientos y las herramientas requeridos para llevar a cabo el análisis e interpretación de las leyes fiscales en México”. Al finalizar la lectura de su investigación, se puede concluir que resuelve en buena medida el problema planteado.


    El autor justifica su estudio porque durante años se ha enseñado en la formación de la profesión contable, que la interpretación de las leyes fiscales debe ser de manera estricta, “entendiendo esto como seguir la literalidad de las palabras”. Explica que lo anterior ha traído como consecuencia la elaboración de interpretaciones “erróneas” y fricciones entre los Contadores Públicos tratando de “defender posiciones”. La justificación deja entrever el grave problema que existe en la práctica. En realidad, las fricciones no solo operan entre los contadores, sino también entre los abogados fiscalistas, asimismo entre ellos y los abogados del fisco, al igual que entre los magistrados, en especial, los del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.


    En virtud de la forma en que está redactado el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación, la inmensa mayoría de las personas que cotidianamente interpretan y aplican leyes fiscales estiman que, tratándose de disposiciones que establecen cargas, así como aquellas que se refieren a infracciones, sanciones y excepciones, solo hay posibilidad de interpretarlas con la ayuda del método de interpretación gramatical, esto es, a la letra.


    Desde ese punto de vista, no es posible utilizar otros procedimientos, como por ejemplo el teleológico, que busca el fin o propósito que persiguió el legislador al momento de establecer la norma; el sistemático, que procura ubicar contextualmente dicha regla; es decir, dentro del entorno especialmente jurídico al cual pertenece; el histórico, que analiza el desarrollo o evolución que ha experimentado la norma cuyo significado se pretende desentrañar; o el económico, que busca encontrar dicha acepción partiendo de la base o sustento financiero de la institución o figura que está involucrada en la regla a interpretar.


    El problema empieza cuando esas mismas personas a las cuales se hace referencia en el párrafo anterior, estiman que, generalmente, las normas que establecen cargas solo pueden interpretarse a la letra, siempre y cuando esta convenga a sus intereses económico-jurídicos; pues en caso contrario, abogarán por el uso de otro método que los beneficie. El esquema se complica cuando el fisco sigue el mismo criterio, aun cuando debe reconocerse, es más apegado que los contribuyentes a la exégesis recalcitrante de la ley.


    La cuestión se torna grave cuando los jueces y tribunales de este país, por regla general, no establecen un criterio sistemático al respecto; es decir, no crean una línea clara para las partes contendientes que genere seguridad jurídica; por ejemplo, no se define si realmente las normas que establecen cargas (las que se refieren al sujeto, al objeto, a la base gravable, a la tasa o tarifa), o aquellas que se refieren a las infracciones, sanciones y excepciones, admiten o no la utilización de los diversos métodos que la ciencia del Derecho reconoce, o en qué casos los admite. Hemos sinceramente divagado al respecto, jamás se ha creado una teoría coherente en la materia, a veces lo toleramos, a veces no.


    Considero que no hay mejor estímulo para la inseguridad jurídica que la incertidumbre producida por los propios tribunales, en el delicadísimo campo de la actividad fiscal y de la vida económica del país.


    Por fortuna, en los últimos años la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha generado jurisprudencia en la materia, la cual constituye el punto de partida para resolver el problema; en efecto, la Segunda Sala del máximo tribunal del país ha emitido la jurisprudencia 133/2002, en la cual consideró que las normas que establecen cargas; así como las que se refieren a infracciones, sanciones y excepciones, sí pueden ser desentrañadas con la ayuda de todos los métodos de interpretación jurídica existentes, sin que con ello se trastoque el principio de legalidad o el de aplicación estricta de las leyes fiscales, consagrado en el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación; además, en la jurisprudencia 27/2006 (resuelta por contradicción de criterios, no por reiteración), consideró que el legislador equiparó la aplicación estricta con un método de interpretación jurídica “siendo que aquella es, más bien, el resultado de la actividad interpretativa” y que en esa virtud, el artículo 12 del Código Fiscal del Estado de Baja California (que tiene una redacción similar al 5 del Código Federal), debe entenderse en el sentido de “prohibir la aplicación analógica de las referidas normas, sin impedir que el juez utilice los distintos métodos de interpretación jurídica al momento en que deba definir su alcance”.


    En la práctica territorial, las jurisprudencias citadas y otros criterios importantes que siguen la misma línea no han tenido la acogida suficiente; en realidad se ha tratado de soslayar su aplicación, quizá por la costumbre tan arraigada de interpretar el 5 del Código Fiscal de la Federación de una manera tan liberal y hasta cierto punto caprichosa. A veces parece que en la materia fiscal existen fuerzas que tratan de que se mantenga la incertidumbre y el caos, pues eso genera problemas y estos producen negocios, en especial, para algunos abogados. Debería reformarse el precepto de mérito para que todos los que interpretan y aplican las leyes fiscales, desde los contadores hasta los jueces y magistrados, siguieran invariablemente la misma mecánica interpretativa.


    En el ánimo del legislador para reformar dicho precepto, deberían tomarse en cuenta los criterios jurisprudenciales de la Corte Suprema, así como lo dispuesto en la legislación internacional en materia de interpretación de tratados, para evitar la doble tributación en materia fiscal; sobre todo, si se considera que el Pleno de dicha Corte ha estimado que los tratados internacionales prevalecen sobre la legislación mexicana, tal como se desprende de la tesis P. IX/2007, que lleva por rubro Tratados Internacionales. Son parte Integrante de la Ley Suprema de la Unión y se ubican jerárquicamente por Encima de las Leyes Generales, Federales y Locales. Interpretación del Artículo 133 Constitucional; también debería contemplarse lo dispuesto en la Convención de Viena, cuyos artículos 31 y 32 podrían resultar de gran valor en la materia, aplicados, mutatis mutandis, a la legislación fiscal mexicana.


    En el primer capítulo de la obra, el Dr. Covarrubias cita a doctrina calificada para tratar de comprender lo que significa interpretar, esto es: “servir de intermediario, venir en ayuda de”. En cuanto a los elementos básicos de la interpretación, explica cuáles son los diferentes tipos de sujetos que pueden intervenir, entre los que destacan: el legislador (interpretación auténtica), el juez (interpretación judicial o jurisdiccional), el ejecutivo (interpretación administrativa) y la doctrina (interpretación privada).


    Como medios o métodos utilizados en la interpretación, el autor cita al método gramatical, al histórico, al contextual y al de significación económica (olvidando en este capítulo al teleológico; es decir, aquel que busca encontrar el significado de la norma con base en el fin que tuvo el legislador al implantarla). Explica que los resultados que arroja una interpretación pueden ser estrictos, restrictivos o extensivos, según se ajusten, o no, los casos concretos a la hipótesis normativa.


    En el capítulo 1 de la obra, el autor alude a diversas escuelas o doctrinas que han tratado de justificar los distintos métodos de interpretación que se utilizan en la práctica; así, por ejemplo, cita a la escuela histórica, que atiende al espíritu del legislador; la absolutista, que se rige por el texto estricto de la ley; la subjetiva, que busca la intención del legislador; la de libre interpretación, que otorga al juez una mayor discrecionalidad en la interpretación de la norma; la de la exégesis, que se apoya en la decisión del juez y en la intención del legislador, entre otras.


    Además, apunta la diferencia entre interpretación e integración de la ley; en la interpretación, la ley existe pero es confusa y el caso no está previsto de manera específica o detallada; por el contrario, en la integración el caso existe, pero no está contemplado en ley alguna, en cuyo caso se trata de encontrar un principio general y una vez hallado, se aplica de manera extensiva al tema no previsto.


    En la sección mencionada, el investigador analiza el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación y esboza la problemática que implica la forma en que está redactado; también alude al artículo 72, inciso f de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que en la interpretación, reforma o derogación de las leyes o decretos, se observarán los mismos trámites establecidos para su formación. Probablemente antes de estudiar este precepto, hubiera sido conveniente examinar el artículo 14 de la propia Carta Magna, pues establece la forma en que han de ser dictadas las sentencias por los jueces civiles de este país: “conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de esta se fundará en los principios generales del derecho”.


    El autor cierra el apartado con la cita de algunas jurisprudencias y tesis importantes en la materia, emitidas por el Poder Judicial de la Federación; en especial sobresalen la jurisprudencia que derivó de la acción de inconstitucionalidad 13/2001, que reconoce la posibilidad de que el legislador realice la interpretación de las leyes, siempre y cuando se apegue al procedimiento del artículo 72 citado en el párrafo anterior; la contradicción de tesis 15/99, en la cual se estableció que la circunstancia de que sean de aplicación estricta las normas que establecen cargas, no impide al intérprete acudir a los diversos métodos que permiten conocer la verdadera intención del creador de las normas; y sobretodo, se cita la jurisprudencia líder en la materia: la 133/2002, en la cual se reconoce que las disposiciones referentes a los elementos esenciales de las contribuciones, aunque son de aplicación estricta, admiten diversos métodos de interpretación para desentrañar su sentido.


    En el capítulo 2 el Dr. Covarrubias analiza los aspectos fundamentales de la Hermenéutica Jurídica, entendida como el arte de interpretar textos que tienen que ver con el Derecho; estudia a cabalidad los antecedentes y desarrollo histórico de dicho arte, desde los griegos hasta los estudiosos contemporáneos del tema, como Gadamer, Grondin y Beuchot, entre otros; en la segunda parte de esta sección, el autor estudia los diversos métodos de interpretación de una manera amplia; empieza por el método teleológico, el cual consiste en tomar en cuenta la finalidad y el objetivo de la norma; al respecto cita la célebre jurisprudencia 42/2004 dictada por la Primera Sala de la SCJN, en la cual se decidió que la tasa aplicable a la comida “para llevar” es la de 15% porque esa fue la intención del legislador, según se desprende claramente del dictamen correspondiente de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, y que tuvo por objeto acabar con la competencia desleal que se generaba cuando ciertos giros de restaurantes no trasladaban el Impuesto al Valor Agregado argumentado que los alimentos eran “para llevar”, en detrimento de aquellos que no ofrecían esta modalidad.


    Este es un caso relevante que muestra claramente que la Corte Suprema admite que ante la oscuridad de la norma sea válido acudir al trabajo legislativo para desentrañar tal significado a través del propósito o fin que tuvo en cuenta el legislador para implantarla. En el mismo apartado, el maestro Covarrubias estudia el método que a su juicio es el más común: el gramatical. Al respecto, señala que de acuerdo con la doctrina, dicha técnica es a la primero que debe acudirse cuando de leyes fiscales se trata, en virtud del principio de legalidad y seguridad jurídica consagrados en el artículo 16 de la Carta Magna y el principio de estricto derecho contemplado en el artículo 5° del Código Fiscal de la Federación.


    A continuación analiza el método histórico evolutivo, el cual reconoce que con el paso del tiempo las circunstancias que llevaron al legislador a tomar una decisión pueden cambiar, por ende, el significado de la norma puede variar atendiendo a las nuevas realidades. Después estudia el método económico, que analiza y toma en consideración las circunstancias financieras bajo las cuales surgió la regla a interpretar; finaliza con el método sistemático, que interpreta la norma en armonía con las demás que tienen relación en el sistema jurídico al que pertenecen. Los dos primeros capítulos constituyen la parte más jurídica de la obra; sin embargo, estos solo integran alrededor de la tercera parte de la investigación.


    La técnica legislativa es el tema del capítulo 3; aquí la doctrina se define como el conjunto de reglas para hacer una ley; muchos doctrinarios, además del autor, estiman que tales medidas deben tener como objetivo primordial el hacer “buenas” leyes, pero ello solo es un ideal, un sueño o deseo, que frecuentemente no se alcanza en la materia fiscal, dadas las circunstancias que conforman la propuesta y discusión de ese tipo de disposiciones.


    El Dr. Covarrubias explica el proceso de creación de la ley contemplado en el artículo 72 de la Carta Magna, que comienza con la iniciativa de ley que presentan quienes están constitucionalmente facultados; la cual consta de una exposición de motivos y del cuerpo de la misma, posteriormente esta se presenta ante cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión, por regla general, pero en materia impositiva siempre se registra ante la Cámara de Diputados, por ser sus miembros los representantes directos del pueblo.


    El proceso legislativo continúa con la discusión que cada una de las Cámaras realiza con base en el dictamen que somete a su consideración la comisión respectiva. Después, la aprobación es el acto por medio del cual las Cámaras aceptan un proyecto de ley en forma total o parcial; la sanción es la aceptación, por parte del Ejecutivo, del dictamen que le ha sido enviado por el Congreso; la promulgación es el reconocimiento que hace dicho ejecutivo respecto al hecho de que el dictamen ha sido aprobado conforme a derecho y finalmente la publicación es el acto mediante el cual, una vez aprobada la ley, sancionada y promulgada, se da a conocer en el Diario Oficial de la Federación.


    Al profundizar sobre el contenido e importancia de la exposición de motivos, el autor de esta obra hace referencia a una tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la VI/2001, en la cual se estableció que las contribuciones pueden perseguir fines extra fiscales —no recaudatorios—, en cuyo caso el legislador, ineludiblemente, tiene que precisar tales fines en la exposición de motivos, en los dictámenes o en la misma ley; en caso contrario, dicha contribución sería inconstitucional. Este criterio fue abandonado recientemente.


    También se cita una reciente tesis aislada de los tribunales colegiados en la cual se indica que la exposición de motivos y los debates del legislador no forman parte de la ley; dicho razonamiento se aparta del criterio de la Suprema Corte de Justicia, quien ha sostenido que ante la oscuridad de la ley es permisible acudir al trabajo legislativo para encontrar el verdadero significado de la norma a través de la intención del legislador.


    En otra parte del capítulo 3, el maestro Covarrubias sugiere una serie de consejos en materia de redacción y ortografía con base en las opiniones de los expertos; consejos que podrían resultar muy útiles para los legisladores al momento de redactar las iniciativas y dictámenes correspondientes. También hace alusión a los problemas que en la práctica pueden enfrentar las leyes en su redacción, como lo son la oscuridad, la incongruencia, la inconsistencia, y la vaguedad, entre otros. Propone la estructura de una ley fiscal típica, en cuanto a su contenido, profundiza en la importancia de los artículos transitorios y en las disposiciones de vigencia anual, así como en la diferencia existente entre la abrogación y la derogación. Aquella deja sin efectos una ley en forma absoluta; esta, solo una parte.


    En el capítulo 4, el Dr. Covarrubias analiza las ficciones en el Derecho Tributario; este es un tema de naturaleza compleja desde el punto de vista jurídico, pero que el autor trata con suficiente profundidad y claridad apoyado por un buen número de especialistas en la materia. La palabra “ficción” tiene un origen latino y significa fingido, imaginario, simulado o falso.


    En el mundo del Derecho las ficciones son construcciones ideales que se contienen en las normas jurídicas, provistas de un valor hipotético o instrumental, en virtud de su aptitud para facilitar una concepción jurídica, o bien, para provocar una realidad deseada e inexistente, con la finalidad de simplificar la aplicación de las disposiciones jurídicas. Es un procedimiento de técnica legislativa que amplía, en relación con determinados hechos, el régimen jurídico previsto para otros. Es un modo abreviado, sintético, de creación de normas jurídicas. La ficción nada tiene de artificial, pues solo equipara regímenes jurídicos distintos, a pesar de lo que señala la mayoría de la doctrina citada en este apartado, en el sentido de que la ficción es únicamente falsedad.


    En la misma sección el autor estudia las presunciones legales absolutas y las compara con las “ficciones”. La presunción, desde el enfoque latino significa tomar anticipadamente, en virtud de que se deduce una opinión de las cosas y de los hechos antes de que aparezcan por sí mismos. Desde el punto de vista jurídico, la presunción es un hecho que la ley tiene por cierto sin necesidad de que sea probado. Es un razonamiento que admite como verdadero lo que es más probable. Es la consecuencia que la ley o el juzgador deducen de un hecho conocido para indagar la existencia o necesidad de otro desconocido, dice el Derecho común.


    Las ficciones y las presunciones legales absolutas tienen en común que no admiten prueba en contrario, es decir, son “verdades legales”. La principal diferencia estriba en que la presunción se funda en las leyes de la probabilidad, y la ficción es una manifestación contraria a la realidad probable. La distinción es puramente teórica; en la práctica lo importante es que ambas figuras son de tipo extensivo, pues amplían los regímenes jurídicos para diversos actos, o bien restrictivas, que acortan las consecuencias o efectos entre los hechos.


    El capítulo 5 de esta obra corresponde a la gramática y sus usos ortográficos. Para el autor es indispensable este apartado porque los elementos gramaticales y ortográficos son considerados por el legislador para construir las leyes y por ello deben ser incluidos dentro del modelo que propone en esta investigación, toda vez que “un signo de puntuación mal empleado, una oración construida equivocadamente, pueden alterar el sentido y la interpretación de una disposición legal”.


    El maestro Covarrubias hace un recuento histórico de la gramática, como la ciencia que estudia los elementos de la lengua; expresa que está integrada por diversos componentes, entre los cuales destacan la semántica y la sintaxis. Explica que ambas forman parte de una disciplina que se conoce como semiótica o semiología, que se ocupa del estudio de los signos.


    La sintaxis es la parte de la gramática que enseña a coordinar y unir las palabras para formar las oraciones y expresar conceptos. La semántica es el estudio del significado de las palabras. El autor de esta obra expresa con acierto que ambas figuras tiene gran importancia en el análisis e interpretación de las leyes fiscales, en virtud de que ayudan a ordenar y coordinar las palabras que forman las oraciones y textos de las leyes fiscales y enseguida, les dan sentido y significación, que “es la labor de todo intérprete y aplicador de las mismas, como parte de todo el proceso de interpretación…” Apunta que la ortografía es el arte de formar las palabras con las letras que según el uso establecido son las correctas en cada caso.


    El maestro Covarrubias hace un recuento de los principales signos de puntuación y su uso adecuado; así, cita el punto, la coma, el punto y coma, los dos puntos y los puntos suspensivos. También analiza algunos elementos de la oración, como lo es la conjunción, que es la partícula que sirve para relacionar palabras y oraciones y el verbo, figura a la que le otorga gran relevancia y que expresa acción, existencia, estado o pasión. Finaliza el capítulo de mérito, enfatizando la trascendencia que tiene su contenido con el método de interpretación literal o gramatical, analizado en el capítulo 2.


    En la última parte se habla de algunos aspectos de la lógica, como lo son el género, la especie y la diferencia específica, así como el “concepto”; advirtiéndose de su estudio que la lógica no es una cuestión propiamente jurídica, aunque su uso sea necesario al momento de interpretar y aplicar las leyes. El capítulo de que se habla también incluye el estudio de la exención, de las excepciones, de las máximas y aforismos jurídicos y de los principios de las contribuciones, aspectos que son netamente jurídicos y que están en cierto sentido vinculados con el tema principal de la obra y en relación con los cuales se cita abundante doctrina, lo cual explica, mas no justifica el nombre del capítulo.


    La lógica es el estudio de los principios del razonamiento. Definir, consiste en determinar la esencia de una cosa mediante el género próximo y la diferencia específica. Género, es el conjunto de seres que tienen uno o varios caracteres comunes. Especie, es el grupo de seres en que se divide el género de acuerdo con sus semejanzas entre sí. El género representa unidad y la especie multiplicidad, toda vez que el género se divide en dos o más especies. Diferencia es la cualidad o accidente por la cual algo se distingue de otra cosa; es la variedad entre cosas de una misma especie.


    La diferencia específica, es aquella que constituye una especie distinta y que es de la esencia del sujeto. “La especie es igual al género más la diferencia específica”, es el concepto por el cual se refleja la nota, integrante de la esencia, por la cual se distingue una especie de otras del mismo género. Concepto, es un pensamiento, una idea, algo concebido o formado por la mente. Es un pensamiento expresado con palabras, respecto de un objeto, pero sin calificarlo, en cuyo caso el concepto se convertiría en opinión o juicio.


    En la segunda parte del último capítulo el Dr. Covarrubias trata la importantísima figura de la exención fiscal; la exención es, desde el punto de vista del latín, la acción o efecto de quitar. Es el efecto de eximir. Constituye la ventaja que la ley fiscal otorga a un contribuyente, en virtud de la cual es exonerado del pago total o parcial de un tributo. Es una figura que elimina de la regla general de causación ciertos hechos o situaciones imponibles por razones de equidad, de conveniencia o de política económica. En la exención se produce el hecho generador, pero el legislador, por consideraciones extra fiscales, establece la no exigibilidad de la deuda tributaria; es decir, resuelve dispensar del pago de un tributo debido.


    El fundamento constitucional que permite el establecimiento de exenciones —dice con acierto el autor de esta obra— lo constituye el artículo 28 de la Carta Magna, precepto que si bien prohíbe, de entrada, las exenciones de impuestos, estas son toleradas por el constituyente permanente si cumplen con los términos y condiciones que fijen las leyes. Al respecto, se cita el más relevante criterio jurisprudencial emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cual establece que la exención de impuestos es constitucional cuando se fija considerando la situación objetiva de las personas exentas.


    De acuerdo con el artículo 39 del Código Fiscal de la Federación, el Ejecutivo Federal puede eximir, total o parcialmente del pago de contribuciones y sus accesorios cuando se haya perjudicado o se trate de impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del país, la producción o venta de productos, una rama de la actividad o su realización, así como en los casos de catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias.


    En la tercera parte del capítulo final de la obra, el autor estudia lo que significa la excepción. Es desde el punto de vista del latín, una exclusión, algo que se aparta de las reglas o principios generales. En este caso el sujeto no realiza el hecho imponible porque el propio legislador exceptúa de la hipótesis de causación un determinado hecho que, en principio, podría ser considerado como gravable. Así, el tributo no nace, por ende, nada se dispensa, como sí sucede con la exención.


    Los principios generales del Derecho, las máximas y los aforismos constituyen el contenido de la cuarta parte del apartado 6. Las tres figuras, en la práctica, tienen un significado equivalente; son criterios orientadores, no obligatorios, pero frecuentemente aplicables en defecto del sistema jurídico respectivo; citados por la doctrina imperante y que frecuentemente sirven de base al legislador para elaborar las leyes y a los jueces, al emitir sus sentencias cuando no existe disposición específica que resuelva el problema que se somete a su consideración. En cierto sentido representan la estructura y la columna vertebral de un sistema jurídico. El artículo 14 de la Carta Magna y el artículo 19 del Código Civil autorizan su aplicación en defecto de la ley y de los métodos de interpretación jurídica. El Dr. Covarrubias cita un número suficiente de principios máximas y aforismos que permiten su mejor comprensión.


    La extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció que tales principios no se encuentran contemplados en alguna ley de carácter obligatorio, por lo que es preciso que el juez, al invocarlos, revise que no desarmonicen o se contradigan con el sistema legal cuyas lagunas se trata de llenar. El Tercer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del primer Circuito ha señalado que los principios son la manifestación “auténtica, prístina, de las aspiraciones de la justicia de una comunidad”. En los Estados Unidos de América han caído en cierto desprestigio pues se dice que, normalmente, para cada principio existe un contraprincipio; es decir, frecuentemente existen principios que pugnan con lo establecido en otros preceptos, los cuales pueden encontrarse redactados en sentido diametralmente opuesto.


    Cierra el último capítulo de la obra con un tema de singular importancia: Los principios jurídicos de las contribuciones. A juicio del autor, tales políticas son las pautas que de manera irrestricta deben observar los legisladores al momento de crear las normas jurídicas; añade que se distinguen por “ser derechos fundamentales de los gobernados que se relacionan con las garantías individuales”. El principio de principios en materia tributaria es el principio de legalidad. No hay tributo sin ley. Esto lo ha llevado la Corte al extremo de que el legislador debe precisar también las normas que establecen cargas; es decir, el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, entre otras. Este precepto obedece a la necesidad de proteger y dar seguridad jurídica al gobernado en contra de la posible arbitrariedad del gobernante. Siglos de desarrollo democrático han sido necesarios para alcanzar el establecimiento de este principio en la fracción IV del artículo 31 de la Carta Magna.


    El principio de proporcionalidad, dice la Corte en su clásica definición, radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica. El cumplimiento de esta norma se realiza a través de tarifas progresivas. En 1999, el Pleno de la Suprema Corte consideró que un impuesto es proporcional si refleja una auténtica manifestación de capacidad económica del sujeto pasivo, entendida como “la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos”. Recientemente la Corte, con su nueva integración de Ministros, ha ajustado su definición. Este sería un buen tema por desarrollar, dada la importancia que tiene en el análisis de la constitucionalidad de los nuevos impuestos que el legislador establece.


    El principio de equidad, según jurisprudencia reiterada del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, radica medularmente, en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deducciones permitidas y plazos de pago, entre otros elementos; debiendo únicamente variar la tarifa de acuerdo con la capacidad tributaria para respetar el Principio de Proporcionalidad analizado en el párrafo anterior. Las leyes tributarias deben tratar igual a los contribuyentes idénticos y diferente a los contribuyentes distintos, en la medida de su desigualdad.


    La garantía de audiencia deriva del artículo 14 de la Carta Magna, basado en la máxima de que toda persona tiene derecho a ser oída y vencida en juicio. Lo anterior implica que el contribuyente tenga conocimiento del inicio del procedimiento, que se le permita ofrecer pruebas y alegatos y que se emita una resolución debidamente fundada y motivada para que en su contra pueda hacer valer los medios de defensa conducentes.


    La garantía de seguridad jurídica se desprende del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que todo acto de autoridad que cause molestia a los individuos debe estar emitido por autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento. Los requisitos mínimos que deben contener los actos administrativos que se deban notificar a los contribuyentes se encuentran contemplados en el artículo 38 del Código Fiscal de la Federación.


    Como corolario, el Dr. Covarrubias enlista los “aportes para un modelo teórico” que a lo largo de la obra fue analizando; de esta manera destaca como aspecto fundamental el papel del intérprete, la interpretación, la hermenéutica y la actividad legislativa; expresa lo que significan para la actividad interpretativa aspectos tan relevantes como: la ficción, la presunción, la gramática, la lógica, la exención, la excepción, los principios generales del Derecho, las máximas y los aforismos y por último, los principios jurídicos de las contribuciones. Estos son los cimientos de un modelo que puede crecer tanto como los estudiosos del tema lo deseen, en especial, los abogados.
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    Alberto González Lemus


    Antes que nada quiero agradecer profundamente a mi gran amigo la distinción que me otorga al permitirme elaborar el prólogo de este material tan interesante y sobre todo útil en el ejercicio profesional de tantos especialistas en Contaduría y Derecho, a empresarios, contribuyentes y público en general.


    La gran contribución que el presente libro realiza es precisamente una propuesta de un modelo novedoso para el adecuado análisis, interpretación y aplicación de las leyes fiscales mexicanas, ya que el problema surge a partir de la indiscutible certidumbre de que nuestra legislación fiscal no es precisamente clara ni sencilla, sino por el contrario, ya que regula aspectos económicos, utilizando necesariamente términos financieros y jurídicos como ingresos, intereses, ganancias, actos jurídicos, exenciones, además de complejas fórmulas para determinar bases de impuestos, tratamientos fiscales determinados, etcétera.


    Resulta imposible el uso de términos y conceptos exclusivamente del lenguaje coloquial o común, dando como resultado que la simple lectura, y sobre todo la correcta interpretación y aplicación de la legislación fiscal se vuelva propia de un sector limitado de la población, es decir especialistas en la materia.


    Ahora bien, cuando el gran número de empresas y comerciantes que son los contribuyentes en este país, tratan de cumplir con sus obligaciones fiscales, se encuentran con la dificultad de hacerlo, en virtud de carecer de los conocimientos técnicos y jurídicos necesarios para tal fin, por lo que se ven en la necesidad de contratar asesores, normalmente contadores o abogados fiscalistas, cuando con frecuencia entre estos profesionistas se obtienen opiniones muy distintas respecto de la forma correcta de cumplir con las obligaciones fiscales.


    La pregunta que inmediatamente surge es ¿por qué sucede esto? Por supuesto porque no existe en el derecho fiscal mexicano una adecuada regulación respecto a la interpretación de las normas, que defina para estos efectos qué métodos se permiten aplicar para cada asunto fiscal en particular, ocasionando que cada profesional utilice cualquiera de los métodos de interpretación del derecho común y por supuesto, generando un sinnúmero de conclusiones distintas.


    El asunto se complica si a esta pluralidad de opiniones de los especialistas, sumamos que las autoridades fiscales tienen su propia interpretación, no coincidente con la de los profesionistas ¿quién tendría entonces la razón? Tomando en cuenta que tenemos al contribuyente en medio de esta diferencia de opiniones ¿no sería conveniente que existiera de manera estructurada y reglamentada una metodología única para la interpretación y aplicación de las leyes fiscales?


    Sin embargo, como lo cuestiona el autor en el presente material ¿cuáles son los conocimientos y herramientas necesarios para llevar a cabo el análisis, interpretación y aplicación de las leyes fiscales?


    Me parece adecuada la forma en la que el Dr. Covarrubias enumera de manera estructurada los elementos que integran la interpretación de la norma jurídica en general, de acuerdo con la doctrina: quién es el autor del razonamiento, cómo se interpreta; es decir, los métodos utilizados y la aplicación de la interpretación o el resultado de la misma, para lo cual consulta de manera generosa bastantes autores, de donde considero importante resaltar lo siguiente:


    
      	
• La interpretación en virtud del sujeto que la realiza puede ser:



      	
− Auténtica o legislativa: es aquella realizada por el autor de la norma jurídica o creador de la misma.



      	
− Judicial o jurisdiccional: es la que efectúan los órganos judiciales como los Tribunales Colegiados de Circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.



      	
− Administrativa o ejecutiva: es aquella que realiza el Poder Ejecutivo en su calidad de autoridad aplicadora del Derecho, en el ejercicio de sus funciones a través de sus órganos administrativos.



      	
− Doctrinal o privada: es aquella realizada por los particulares, juristas, estudiosos y tratadistas de la ciencia jurídica.



      	
• Los métodos de interpretación de derecho que son más estudiados por la doctrina y generalmente aceptados se presentan a continuación:



      	
− Gramatical: llamado también exegético o literal, ya que utiliza el sentido exacto o gramatical de las palabras. A pesar de ser quizá el que más comúnmente se utiliza en la interpretación de leyes, genera la confusión de que la interpretación literal es sinónimo de aplicación estricta; confusión que se aclara con bastante precisión en el capítulo correspondiente de este libro.



      	
− Teleológico: este método parte de los fines que dieron origen a la norma jurídica; es decir, atiende los propósitos perseguidos por esta, que generalmente se plasman en las exposiciones de motivos.



      	
− Histórico evolutivo: este método considera precisamente la historia y evolución que las normas jurídicas han experimentado en el transcurso del tiempo para desentrañar su verdadero sentido y alcance en el tiempo presente.



      	
− Económico: considera las implicaciones financieras de las normas, lo que para el caso particular de las reglas tributarias es fundamental, ya que representa la recaudación de impuestos de los particulares al Estado.



      	
− Sistemático: es aquel en el cual la norma jurídica es considerada conjuntamente con las demás que forman parte del ordenamiento jurídico y aún más, correlacionándola con otras disposiciones de todo el sistema jurídico al que pertenecen.



      	
− Analógico: este método se traduce en establecer, primeramente, las semejanzas entre un caso claramente cubierto por la ley y otro no previsto por esta, para investigar entonces cuál es el criterio con el que la ley establece el tratamiento para el caso que previó y, finalmente aplicar ese mismo criterio al no previsto.


    


    A contrario sensu, consiste en establecer el sentido directo de la disposición, para después, por oposición, derivar lo que no entra en el precepto, fundando en sentido contrario de lo que dice la norma, lo que no quiso decir o no dijo.


    
      	
• El resultado de la interpretación es lo que debe aplicarse y ese resultado o efecto pueden ser:



      	
− Estricta: es aquella que se ajusta al sentido literal, normal o natural de las palabras utilizadas por la norma jurídica, entendiendo por significado normal o natural, el común y corriente de las palabras en el contexto lingüístico en el que suelen utilizarse, sin restringirlo ni ampliarlo.



      	
− Restrictiva: es aquella que atribuye a las palabras de la norma interpretada un alcance más reducido o restringido del que resulta a primera vista.



      	
− Extensiva: se caracteriza por permitir que el alcance de la norma se expanda a una mayor cantidad de hechos, comprendiendo en ella casos que no están expresos en su letra, sino que se encuentran virtualmente contenidos en ella.


    


    Por otro lado, una vez que el autor expone de manera muy ordenada los diferentes métodos de interpretación jurídica —lo cual facilita su comprensión—, presenta lo relativo a la interpretación específica de la norma fiscal en México, para lo cual hace alusión, por supuesto, a lo señalado por el artículo 5 del Código Fiscal de la Federación, presentando una serie de resoluciones de tribunales, en los que explica con claridad la diferencia entre interpretar una norma y la aplicación estricta del resultado de dicha interpretación en el mundo fiscal.


    Además, analiza, explica y aclara la frecuente confusión entre la interpretación de la normas jurídicas y su aplicación, dado que no son lo mismo; sin embargo, en el ejercicio profesional, sucede con frecuencia que los especialistas dedicados a esta materia y las mismas autoridades, confunden dichos aspectos, en virtud de lo que establece el mencionado artículo, aspecto fundamental en la aplicación de las normas fiscales en México.


    Finalmente el autor propone un modelo teórico muy interesante, que incluye sugerencias metodológicas para el análisis y la adecuada interpretación y aplicación de las leyes fiscales, a partir del estudio del proceso legislativo en nuestro país, desde las disposiciones constitucionales, hasta las partes que integran las leyes y los documentos que forman parte del proceso legislativo, tales como exposiciones de motivos y disposiciones transitorias.


    La integración de una serie de herramientas como las ficciones y presunciones jurídicas; la gramática, en sus partes más importantes como la semántica, la sintaxis y sus usos ortográficos; las figuras jurídicas de exención y excepción; términos de género y especie; los principios generales de derecho, especialmente los más importantes en materia tributaria como legalidad, equidad, proporcionalidad y seguridad jurídica, por esta razón reitero que es de gran valía la aportación del presente material y de lectura obligada para los profesionistas relacionados con la materia fiscal; así como para las autoridades fiscales y los funcionarios de los tribunales correspondientes.


    Mi más profunda y sincera felicitación a mi gran amigo, a quien expreso mi reconocimiento, tanto a su admirable excelencia profesional como a su gran calidad humana.
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    Antecedentes


    En el tiempo que tengo de ejercer la profesión contable dirigida a la materia fiscal he podido constatar los problemas que enfrentamos los Contadores para interpretar correctamente la legislación tributaria; si bien se dice que esta materia es propia de abogados, somos los Contadores quienes afrontamos, de manera cotidiana, la aplicación correcta de las disposiciones contenidas en dichas leyes.


    Hace más de 20 años reflexionaba sobre la importancia de la interpretación de las leyes fiscales, comentando con compañeros y amigos las propiedades que debían contener dichas leyes. En las reflexiones, algunos se basaban en autores, otros en un sentir personal; aunque, coincidíamos en varios puntos entre los que sobresalían los siguientes: ser redactadas en forma clara y sencilla; hacerlas comprensibles, tanto para los contribuyentes como para la autoridad fiscal; evitar fórmulas imprecisas, complicadas o ambiguas; darle cumplimiento por su entendimiento y comprensión.


    Estas reflexiones pueden parecer una utopía; sin embargo, reflejan la realidad que hemos vivido durante largo tiempo, ya que las leyes fiscales mexicanas en algunos casos adolecen de las propiedades enunciadas.


    Mi interés en realizar una investigación en este tema es que los Contadores podamos entrar a un área en la cual hemos sido marginados, a pesar de ser los profesionistas encargados de aplicar directamente los procedimientos, requisitos, límites, exenciones y cálculos, entre otros, contenidos en las disposiciones fiscales.


    La pregunta que me hago es, ¿por qué los Contadores no tenemos los conocimientos necesarios para llevar a cabo la labor de interpretación de las leyes fiscales, que el ejercicio de la profesión demanda?


    A principios de la década de los ochenta, cursando una materia de la Maestría en Contaduría Pública denominada “Teoría y práctica de las contribuciones en México”, me impactó un tema desarrollado por el catedrático Arnulfo M. Rizo, llamado “Las ficciones tributarias”; esta experiencia acrecentó mi interés profesional en la materia fiscal. Nunca imaginé que ello sería el comienzo de una serie de conocimientos que iría adquiriendo en el transcurso del tiempo, dirigidos a entender y comprender con mayor profundidad la interpretación de las leyes fiscales mexicanas.


    A mediados de la misma década, al cursar la Maestría en Impuestos, nuevamente se me presenta la oportunidad de adquirir conocimientos que me ayudan a ampliar el tema objeto de esta investigación. Así me familiarizo con los temas “género, especie y diferencia específica” y “exenciones y excepciones”; estos fueron desarrollados por el catedrático José Santos González Suárez y correspondían a la materia Teoría Impositiva.


    Por otra parte, en la materia de Metodología de la investigación, impartida por la catedrática Alicia Olivares García, aprendí sobre el orden que debe tener todo trabajo de investigación, lo cual aunado a los conocimientos formativos e informativos que tomaba de mi diario vivir educativo y profesional, fueron el detonante de que, efectivamente debía haber un orden para la interpretación de las leyes fiscales y ello requería de conocimientos básicos para lograrlo.


    A principios de la década de los noventa, comencé a dar clases en la Maestría en impuestos, dándome cuenta de que mis inquietudes resultaban relevantes, ya que al incorporar al programa de estudio los conocimientos adquiridos sobre el análisis e interpretación de leyes fiscales, los alumnos tomaban con agrado la forma en que se analizaba la Ley del Impuesto Sobre la Renta porque les ampliaba su horizonte.


    De manera formal y sistemática, cinco años más tarde, incorporé al programa de estudios de la materia de Impuesto Sobre la Renta, una propuesta de análisis e interpretación de leyes fiscales, aprovechando el hecho de que en la institución me aprobaron dar las clases de manera continua; es decir, cubrir las cuatro materias que abarca este impuesto; lo cual provocó reacciones encontradas, pero al fin de cuentas logré mi objetivo. El propósito era, es y seguirá siendo, que los alumnos reciban una formación áulica y no solo información a granel, de tal suerte que en el futuro al ser maestros de la institución, coadyuven a una mejor formación de los educandos.


    Con esta idea inicié un experimento en los grupos donde impartía clases, el cual consistió en ir aplicando en cada asignatura dos herramientas nuevas; por ejemplo, en un curso se aplicaban la hermenéutica y la técnica legislativa; en otro, el género y especie, y la gramática; en otro, las ficciones y las presunciones jurídicas, y en el último, los principios jurídicos de las contribuciones y las máximas, así como aforismos jurídicos, que ayudaran al análisis e interpretación de leyes fiscales. De esta manera, en el aula se reforzaba la aplicación práctica de los conceptos teóricos y al terminar las cuatro asignaturas, el alumno tenía una perspectiva diferente de la legislación fiscal en general. Hoy en día el objetivo se va cumpliendo en la medida en que hay maestros, producto de este experimento, quienes están aplicando los conocimientos adquiridos.1


    El deseo de compartir los conocimientos no solo a los alumnos, sino a los profesionistas que día a día aplican las disposiciones fiscales, lleva al siguiente cuestionamiento: ¿Cuáles son los conocimientos y herramientas requeridos para llevar a cabo el análisis e interpretación de las leyes fiscales en México?, y, en su caso, ¿cómo deben ser aplicados dichos conocimientos y herramientas?; es decir, establecer su metodología.


    Durante años en la formación de la profesión contable se ha enseñado que la interpretación de las leyes fiscales debe ser de manera estricta, entendiendo esto como seguir la literalidad de las palabras. Por supuesto, esto trae como consecuencia interpretaciones erróneas y fricciones entre los Contadores al tratar de defender distintas posiciones.


    El problema no solo es para los contribuyentes, sino para las autoridades fiscales, tal como señala Castañeda González:


    …si se analizan con cuidado a esos miles de patrones y/o comerciantes que están obligados a aplicar e interpretar las normas fiscales para calcular el impuesto causado de aquellos a quienes se lo deben retener o trasladar, o el suyo propio, se llega a la conclusión de que normalmente contratan servicios de especialistas, como lo son, fundamentalmente, los contadores públicos, los administradores y los abogados fiscalistas, dada la complejidad del mundo del derecho fiscal.


    En este punto, cabría preguntar si los profesionistas aludidos reciben una preparación adecuada sobre cómo se deben aplicar e interpretar las normas jurídicas, en especial, las fiscales,... es público y notorio que no existe una preocupación mínima por enseñar en las aulas universitarias a los futuros especialistas, llámense contadores, administradores o abogados (por citar sólo los más afines), los principios elementales en materia de interpretación de las normas fiscales; tan es así, que ni en contaduría, ni en administración de empresas, ni en derecho, existen materias que sistemática e integralmente enseñan estos principios.2


    Tomando en cuenta que la hermenéutica es el arte de interpretar textos y que, como tal, es una parte de la ciencia del derecho que tiene su propia metodología, resulta imprescindible saber los conocimientos necesarios para interpretar adecuadamente las leyes fiscales.


    Lo anterior no es una labor simple, señala Rodríguez Lobato; si adicionalmente la ley tiene deficiencias de formulación lingüística o de técnica jurídica, corresponderá al intérprete atribuir su correcto significado y dependerá en gran parte de la capacidad que este tenga y de su criterio o conocimiento jurídico.3


    Si hablamos de interpretación, resulta conveniente entender qué es interpretación. El Diccionario Jurídico Mexicano establece:


    Interpretación y hermenéutica han sido siempre términos relacionados, incluso equivalentes (interpretatio es la traducción latina del griego hermeneia). La etimología de hermeneia sugiere la idea de develación, revelación (de lo oculto, de lo arcano). Desde la antigüedad clásica hermenéutica alude a la búsqueda o reconstrucción de un significado transmitido (a la posterioridad). La hermenéutica busca “tomar posesión” de este significado. Los significados trasmitidos (legados) se presentan al intérprete como hechos distantes (tiempo, cultura, oportunidad) que se requieren hacer explícitos.4


    De la Garza citando a Serra Rojas aporta elementos en relación con el significado del concepto interpretar, cuando expresa:


    ¿Qué significa interpretar la ley? Significa que buscamos encuadrar los hechos que se verifican en la realidad dentro de la previsión abstracta de la definición que ha dado el legislador. Cuando este define un hecho imponible,5 da un determinado conjunto de conceptos y nosotros debemos, por medio de ellos, valorar los hechos de la realidad.6


    Los problemas de interpretación no solo se centran en el conocimiento de los métodos de interpretación, adicionalmente se presentan en la falta de conocimiento sobre el significado de Técnica Legislativa, Ficciones y Presunciones jurídicas, Doctrina Jurídica, Gramática y usos ortográficos. Al respecto, Rodríguez Lobato menciona que:


    Las leyes fiscales, como todas las demás, deben ser interpretadas para su correcta aplicación al caso concreto de que se trate, sobre todo si se presenta el problema de una deficiente formulación lingüística o técnica jurídica de la norma tributaria.7


    El mismo autor señala: “estar facultado para interpretar una ley no significa necesariamente saber interpretarla o hacerlo correctamente, pues depende de sumo grado de la capacidad del intérprete, de su experiencia en el campo correspondiente y sobre todo del criterio jurídico que posea, que realice su actividad en la forma más adecuada”.8


    Por su parte, Sempé Minvielle establece que es importante proponer criterios de técnica legislativa que sirvan de apoyo para la elaboración y estudio de las leyes, así como conocer las implicaciones jurídicas de las disposiciones legales, ello con el propósito de facilitar su interpretación.9


    En lo concerniente a la técnica legislativa, Camposeco Cadena la define como:


    Un conjunto de principios jurídicos, postulados constitucionales, conocimientos de la legislación vigente, experiencias parlamentarias, a todo lo cual debe sumarse los usos, prácticas, costumbres y precedentes del derecho reglamentario que las asambleas han acordado a lo largo de su historia como poder legisferante, productor del derecho positivo y vigente.10


    El mismo autor amplía lo anterior al señalar que:


    …la técnica legislativa resulta un concepto omnicomprensivo. Toma conocimientos propios de la lógica, el derecho, la economía, la información, la lingüística, únicamente por lo que se refiere a la construcción formal propia de la norma jurídica. Y de todas las ciencias técnicas y artes, por lo que se refiere a sus contenidos. La forma siempre será jurídica-normativa- en tanto que los contenidos protegidos o regulados por el derecho serán de diversa materia.11


    En relación con la interpretación, Serra Rojas citado por De la Garza señala: “la interpretación de la ley es siempre la interpretación de los hechos que caen bajo el alcance de la ley. Se trata de interpretar cuál es el hecho que se ha verificado en la realidad, para ver si coincide o no con el concepto de hecho imponible definido abstractamente”.12


    De lo anterior, surge otro elemento a considerar, ya que Pérez de Ayala establece dos elementos importantes para realizar una adecuada interpretación de las disposiciones fiscales: la ficción y la presunción jurídicas; expresando que, la ficción: “es una creación del legislador. Pertenece a la categoría de las preposiciones normativas incompletas. Constituye una valoración jurídica contenida en un precepto legal, en virtud de la cual se atribuyen a determinados —o determinado— supuestos de hecho unos efectos jurídicos, violentando o ignorando su naturaleza real.”


    En relación con la presunción y su diferencia con la ficción, el citado autor menciona: “la presunción legal absoluta es una institución que tiene razón de ser histórica ligada a la materia de la prueba —y, por lo tanto, sustancialmente procesal— en tanto que la ficción es normalmente una institución de derecho material o sustantivo”.13


    Ahora bien, si los elementos enunciados por Pérez de Ayala son consideraciones propias que el legislador hace valer, entonces también deberán ser consideraciones importantes para realizar una adecuada interpretación de las leyes tributarias, ya que los efectos atribuidos a los hechos o supuestos jurídicos, pueden ser contrarios a la naturaleza que estos tienen en la vida cotidiana.


    Por su parte, García Máynez menciona en relación con la interpretación que: “toda expresión genuina es un signo o conjunto de signos y, como tal, tiene significación”;14 es aquí donde el estudio de la gramática se vuelve importante, toda vez que, de acuerdo con la Real Academia Española de la Lengua, es “la ciencia que estudia los elementos de la lengua y sus combinaciones”;15 asimismo, Saussure, expresa que la gramática estudia la lengua como un sistema de medios de expresión, por lo tanto, no solo se refiere a las palabras, sino también a su armonía (sincronía) con otras y a su significación,16 por lo que también deben estudiarse otros componentes de la gramática, como la semántica y la sintaxis, para la debida construcción de las oraciones; al ser las leyes un conjunto de artículos compuestos por oraciones y párrafos, necesariamente deben conocerse las reglas y usos de la gramática y de la ortografía, a efectos de interpretar bien las leyes fiscales.


    Siguiendo en la búsqueda de elementos que ayuden a la integración hacia un modelo de interpretación, se tienen los aportes proporcionados por De Pina Vara sobre las “máximas” o sentencias jurídicas, citando a Jaime Mans cuando expresa: “máximas y sentencias, no solo representan la quinta esencia del pensamiento jurídico, sino algo así como la poesía de lo justo, dentro de la masa inmensa de la literatura jurídica”;17 asimismo, las define como “conocimientos derivados de relaciones de la vida que sirven para determinar qué es lo que como normal y típico habrá de ser considerado como norma integrando el supuesto normativo formulado por el legislador”.18


    Otro elemento a considerar en la interpretación de leyes son las excepciones y exenciones, las cuales son definidas por Margáin Manautou, cuando expresa que la excepción es “lo que se aparta de la condición general de los demás de su especie, o sea, situaciones que no quedan ni pueden quedar comprendidas dentro de la regla general”,19 mientras que la exención es “la situación que está comprendida dentro de la regla general, a la que por voluntad del hombre, el legislador se le elimina o excluye de ella, pero que puede desaparecer en cualquier momento, la exención realmente es un verdadero privilegio de que goza su titular”.20 El desconocimiento de los significados de estos conceptos puede originar interpretaciones incorrectas de las normas jurídicas.


    Por último, “el género”, “la especie” y “la diferencia específica” (conceptos nacientes dentro de la lógica), también son elementos a considerar en la interpretación de las leyes fiscales. Gutiérrez Sáenz los define de la siguiente manera:


    Especie el concepto que agrupa a los individuos de la misma esencia. Género al concepto que agrupa las especies que tienen algo en común. Resulta que hay varias especies comprendidas dentro de un género. Todas esas especies tienen algo en común, y por eso se han clasificado dentro del mismo género; pero a la vez hay algo que distingue a una especie de otra a pesar de su semejanza. Eso que distingue a las especies que pertenecen al mismo género se llama diferencia específica.21


    La interpretación es una labor que requiere una preparación del intérprete, por lo que debe ser capaz, de acuerdo con García Máynez, de interpretar las formas utilizadas por los órganos creadores del Derecho, tal como lo expresa en la siguiente cita:


    Cuando se trata de saber si una ley se opone contradictoriamente a otras de mayor altura, o de decir, in concreto, si es o no aplicable a un hecho, el conocimiento de lo que estatuye y, por ende la interpretación de la correspondiente forma expresiva, son en cambio indispensables. La finalidad de las tareas hermenéuticas es conocer el sentido de las normas que se pretenden aplicar a situaciones particulares. El medio que a tal fin conduce es la interpretación de las expresiones que utilizaron los órganos creadores de aquellas reglas. Lo que hay que interpretar no son, pues, las reglas mismas, sino las formas de que tales órganos se han servido para expresarlas.22


    Las citas de los teóricos presentan una primera aproximación al conocimiento de los métodos, técnica legislativa, doctrina jurídica y reglas gramaticales que permiten la interpretación de las disposiciones fiscales. Profundizar en el conocimiento de los elementos mencionados, es el propósito de este libro, así como explicar los conocimientos y herramientas necesarios para realizar el análisis e interpretación de leyes fiscales y aportar elementos para la construcción de un modelo teórico.23
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    Para adentrarse al análisis e interpretación de leyes fiscales es indispensable revisar tanto los significados del concepto interpretación desde sus raíces etimológicas, como las escuelas del pensamiento que se han ocupado de ella en diferentes momentos históricos. Con ello se tiene acceso a los métodos para realizar la tarea interpretativa, las clases de interpretación, la revisión a la interpretación de las leyes tributarias, desde las disposiciones constitucionales y opiniones del Poder Judicial en México.


    1.1 Aspectos históricos


    La temática de la interpretación tiene su origen en Grecia, cuando los pensadores que inician la historia de la filosofía buscan una explicación del porqué de las cosas, empiezan a formarse ideas y, por lo tanto, hacen una interpretación de los hechos y fenómenos que suceden a su alrededor; en el presente apartado se asientan los antecedentes históricos aportados por García Morente, con referencia a los aportes de Platón, Aristóteles, Descartes y Hegel.


    Así pues, en Grecia aparece el problema de si la filosofía es el saber, en donde se busca distinguir entre la simple opinión y el conocimiento bien fundado racionalmente; con esta distinción entre ambas cosas, Platón inicia su filosofía; para él, existe una distinción entre lo que él llama “doxa”, opinión que se aparta de la opinión corriente y frente a la opinión, que es el saber que se tiene sin haberlo buscado, pone la “episteme”, la ciencia , que es el saber que se tiene porque se ha buscado.


    Para Platón, el método de la filosofía, en el sentido del saber reflexivo que se adquiere después de haberlo buscado intencionadamente, es la dialéctica, es decir, que cuando no se sabe nada, o lo que se sabe se obtiene sin haberlo buscado, como la opinión, es un saber que no vale nada; cuando nada se sabe y se quiere saber, cuando se quiere acceder o llegar a esa “episteme”, a ese saber racional y reflexivo, debe aplicarse un método que Platón llama dialéctica. La dialéctica consiste en suponer que lo que se quiere averiguar es tal cosa o la otra, dicho de otra forma, anticipar el saber que se busca, pero inmediatamente negar o discutir esa tesis o esa afirmación que se ha hecho y depurarla en discusión; advierte que la filosofía se distingue en diferentes partes, por ejemplo, en la época de Aristóteles, la distinción o distribución corriente de las partes de las filosofías eran: lógica, física, y ética.


    La lógica en época de Aristóteles era la parte de la filosofía que estudiaba los medios de adquirir el conocimiento, los métodos para conocer el pensamiento humano en las diversas maneras de que se vale para alcanzar el conocimiento del ser de las cosas; la física era el conjunto del saber humano acerca de todas las cosas, cualquiera que fuesen; todas las cosas, entre ellas el alma humana, estaban dentro de la física; la ética era el nombre general con que se designaban en Grecia, en la época de Aristóteles, a todos los conocimientos acerca de las actividades del hombre, lo que es, lo que produce, que no está en la naturaleza, que no forma parte de la física, sino lo que el hombre hace.


    Comenta que la filosofía se divide en dos partes: primero, la ontología o teoría de los objetos conocidos y cognoscibles; segundo, gnoseología (palabra griega que viene de gnosis, que significa sapiencias, saber), que es el estudio del conocimiento de los objetos. Agrega que a partir de Sócrates, en el siglo IV antes de Jesucristo, en Atenas empezó a haber una filosofía consciente de sí misma y conocedora de los métodos que emplea; Sócrates es, en realidad, el primer filósofo que habla abiertamente de sus métodos y cuenta cómo filosofa.


    El mismo autor comenta que el método que Sócrates emplea es el que él mismo denomina como la “mayéutica”,1 que no significa más que la interrogación o la técnica para generar conocimiento; Sócrates pregunta, el método de la filosofía consiste en preguntar; este método socrático de la interrogación, de la pregunta y la respuesta, es el que Platón, discípulo de Sócrates, perfecciona; Platón perfecciona la mayéutica de Sócrates y la convierte en lo que él llama la dialéctica.


    Luego entonces, el mismo García Morente asevera que la dialéctica platónica conserva los elementos fundamentales de la mayéutica socrática, entre ellos, la idea de que el método filosófico es una contraposición, no de opiniones distintas, sino de una opinión y la crítica de ella; para Platón, la dialéctica se descompone en dos momentos, primero uno que consiste en la intuición de la idea y un segundo en el cual se realiza el esfuerzo crítico para esclarecer esa intuición de la idea; el proceso dialéctico de Platón consiste en una contraposición de intuiciones sucesivas, que cada una de ellas aspira a ser la intuición plena de la idea, del concepto, de la esencia, pero como no puede serlo, la intuición siguiente, contrapuesta a la anterior, rectifica y mejora aquella anterior.


    El autor de mérito complementa argumentando que las leyes del silogismo, sus formas, figuras, son el desenvolvimiento que Aristóteles hace de la dialéctica; cabe recordar que para Aristóteles, el método de la filosofía es la lógica, o sea, la aplicación de las leyes del pensamiento racional, que permiten transitar de una posición a otra, por medio de los engarces que los conceptos más generales tienen con otros menos generales, hasta llegar a lo particular.


    Más adelante en la historia, de acuerdo con el multicitado autor, en el Renacimiento, a partir de Descartes, el método no cambia completamente de cara en la filosofía; no obstante, el acento no recae tanto sobre la intuición misma y los métodos de lograrla, dicho de otra forma, si el método filosófico de la antigüedad y en la Edad Media se ejercita principalmente después de tenida la intuición, el método filosófico en la edad moderna pasa a ejercitarse principalmente antes de tener la intuición y como medio para obtenerla.


    Así pues, el método es preintuitivo y tiene como propósito esencial alcanzar la intuición, pero el autor en referencia cuestiona cómo va a lograrse la intuición, a lo cual él mismo responde que no va a lograrse más que de un modo, que es buscándola, es decir, dividiendo todo objeto que parece confuso, oscuro, no evidente, en partes, etc., hasta que alguna de esas partes se convierta en un objeto claro, intuitivo y evidente; es aquí donde se tiene la intuición.


    Tiempo después, autores como Fichte, Schelling y Hegel, consideran que el método esencial de la filosofía es lo que denominan la “intuición intelectual”, lo que, en opinión del autor, provoca en apariencia una contradicción, porque la intuición no es intelectual, más bien son términos que se despiden, se repelen el uno al otro, toda vez que la intuición no es intelectual; parece entonces que intuición e intelectual son términos que se despiden el uno al otro, simplemente porque por medio de la intuición se capta la realidad ideal de algo, y en cambio, lo intelectual alude al tránsito o paso de una idea a otra, a lo que Aristóteles desenvuelve bajo la forma de la lógica.2


    Continúa el referido autor con una exposición acerca de la formación del conocimiento, que los antiguos griegos llamaban “episteme”; los conocimientos se elevan por medio de la dialéctica, de la discusión, de las tesis que se contraponen y se depuran paulatinamente con la lucha de unas contra otras, para llegar, desde el mundo sensible, por la discusión, a una intuición intelectual desde el mundo suprasensible, compuesto por las unidades sintéticas que son las ideas y que al mismo tiempo constituyen la unidad ontológica de la significación, en otras palabras, es de lo que consiste, de la esencia y al mismo tiempo, es la unidad existencial; previamente, Aristóteles formuló la teoría de las causas, en la que distingue de cada cosa cuatro causas: la causa material, la causa formal, la causa eficiente y la causa final, en donde la “causa material” es aquella de que está hecha una cosa; por su parte, la “causa formal” es aquello que la cosa va a ser; la “causa eficiente” es aquello con que está hecha la cosa y la “causa final” es el propósito, el fin para el cual está hecha la cosa.


    Asimismo, asienta que la teoría del conocimiento es de una sencillez extraordinaria, ya que refleja esa misma estructura de la sustancia; para Aristóteles el conocer significa dos cosas, primero formar el concepto, es decir, llegar a constituir en la mente un conjunto de notas características para cada una de las esencias que se realizan en la sustancia individual.3


    En ese proceso del conocimiento la interpretación juega un papel fundamental, ya que en la formación de ese esquema o bosquejo que se hace de una cosa, tiene que desentrañarse el sentido que tienen los elementos que la forman, por lo tanto, aun cuando pueda ser de manera inconsciente, se interpreta.


    Cisneros Farías relata que en el Derecho Romano no era posible la aplicación de ius commune4 sin antes comprenderlo mediante la explicación de la presencia histórica de los glosadores y comentaristas; aquí el Derecho estaba englobado en la enseñanza de la gramática, pues en esencia consistía una interpretatio verborum, que era el método utilizado por los glosadores y posteriormente por los comentaristas, esencialmente gramatical o verbalístico; mediante reglas lógicas obtenidas del Digesto, se iban haciendo interpolaciones o glosas marginales a cada una de las leyes del Digesto, a manera de máximas o brocardos, inducidos del texto mencionado; las reglas y los brocardos constituyeron una primera fórmula de interpretación gramatical de las leyes del Digesto.5


    


    1.2 Aspectos conceptuales


    Es de primer orden iniciar definiendo y precisando lo que significa “interpretar”, recurriendo para ello a las raíces etimológicas; Tamayo comenta que la palabra “interpretación” proviene del latín interpretatio que, a su vez, sigue del verbo “interpretar” que significa “servir de intermediario, venir en ayuda de”; además, el verbo “interpretor” deriva de interpres, que significa “agente”, “intermediario”; agrega que interpres designa también al traductor, o sea, a un intermediario singular que aclara, explica o hace accesible, en un lenguaje inteligible, lo que no se entiende; en dicho contexto, interpretatio se aplica a lo que hace aquel que “lee” o entiende otras cosas, por ejemplo, los sueños, los augurios u otras lenguas; también, expresa con sus propias palabras lo que la etimología atribuye al referido intermediario:


    En latín la palabra [interpretatio] indicaba, al parecer, una negociación para pasar luego a significar la explicación del asunto como una intervención negociadora… el interpres era el intermediario encargado de una negociación y, por ende, capaz de lograr un entendimiento entre las partes… de ahí… traductor… mediador entre partes… que no se entienden…6


    De lo anterior, puede establecerse que interpretar implica venir en ayuda de alguien, servir de intermediario, de traductor, a efectos de aclarar, explicar o hacer accesible en un lenguaje común algo complejo que es difícil de entender, como por ejemplo, los sueños u otro idioma, de ahí que se concibe al intérprete como un mediador o traductor, entre partes que no entienden.


    Guastini opina que el vocablo “interpretación”, como en general los que tienen la misma raíz, puede denotar una actividad, como interpretativa, o bien el resultado o producto de ella; cita como ejemplo, las disposiciones legales sobre la interpretación que son las que disciplinan la actividad interpretativa, y por el contrario, una interpretación restrictiva es el resultado de una cierta técnica interpretativa; por tanto, el resultado o producto de la actividad interpretativa no es otra cosa más que el significado del objeto interpretado.


    Asimismo, Guastini asevera que mientras el verbo “interpretar” concierne a cualquier sujeto –toda vez que cualquiera puede realizar una actividad interpretativa–, el verbo “aplicar” concierne solo a aquellos sujetos que se desempeñen en órganos llamados precisamente de aplicación, principalmente jueces y funcionarios administrativos, de ahí que un jurista o un ciudadano común “interpreta” el derecho, pero, en su opinión, no es apropiado decir que un jurista o un particular “aplica” el Derecho.


    Cuando se habla de interpretar un texto, de acuerdo con el mismo autor, significa atribuir el sentido o significado a un fragmento particular del lenguaje (vocablos, locuciones, enunciados); sin embargo, manifiesta que conviene advertir, que a veces no se distingue entre la interpretación del texto como tal y la interpretación del comportamiento humano que produce este texto; declara que la interpretación jurídica pertenece al género de la interpretación textual; añade que en expresiones como “interpretación jurídica”, “interpretación del derecho”, “interpretación de la ley”, “interpretación de los actos o documentos normativos”, “interpretación de normas” y otras similares, el vocablo “interpretación” denota, a grandes rasgos, o bien la actividad de averiguar o decidir el significado de algún documento o texto jurídico o bien el resultado o producto de esta actividad: el significado mismo.7


    De lo citado por el autor, hace una importante distinción, entre interpretación y aplicación, como dos cosas diferentes, pero en lo particular y aunque sea de tipo teórico, no se concuerda con la idea de que el particular no puede ser aplicador del Derecho, toda vez que en su actividad diaria debe interpretar y, por lo tanto, aplicar las normas jurídicas.


    Es obvio que la interpretación y la aplicación son actos independientes y a la vez complementarios, ya que primero se interpreta y posteriormente se aplica el resultado de lo interpretado. Este aspecto resulta complicado para muchos profesionistas en general, pero en la materia fiscal se llega a extremos negativos generando interpretaciones extensivas y erróneas.


    De la Garza cita al respecto a García Belsunce, para quien interpretar una norma jurídica “significa establecer un verdadero sentido y alcance”, lo que se traduce en tratar de encontrar los hechos que se verifican en la realidad dentro de la previsión abstracta de la definición que ha dado el legislador; a manera de demostrar lo dicho, expresa que cuando este define un hecho imponible, da un determinado conjunto de conceptos y el intérprete debe, por medio de ellos, valorar los hechos de la realidad; luego entonces, la interpretación de la ley es siempre la interpretación de los hechos que caen bajo su alcance, tratándose de interpretar cuál es el hecho que se ha verificado en la realidad para ver si coincide o no con el concepto de hecho imponible definido por el legislador abstractamente.


    El mismo autor precisa que la interpretación no es nunca la de la letra de la ley, ya que la ley no tiene interpretación; lo que es objeto de la interpretación es, precisamente, la realidad, no el texto legal; por eso, considera equivocado el principio de que in claris verbis non fit interpretatio, es decir, cuando las palabras son claras no hace falta la interpretación, porque la letra de la ley puede ser clara en sí, pero los hechos no, lo cual plantea problemas de interpretación de cómo los hechos encuadran en determinada norma jurídica.8


    Para Ferraris, la interpretación es la expresión lingüística, propia de los hombres, de símbolos que resultan universales y que derivan de impresiones presentes en el alma, a través de sonidos particulares, pero en segundo lugar tiene una función de especular, llamada a remitir las expresiones diferentes a las varias lenguas, a los symbola universales, para asegurar así la comprensión; en otro contexto, la interpretación puede hacerse en la música o en la actuación, sea de notas musicales o palabras escrita; un ejercicio simple se da cuando se tiene un manuscrito deficiente que en apariencia no da un sentido coherente y debe interpretarse, por eso, argumenta, la interpretación es una “comprensión”, según la posición eje Schleiermacher-Dilthey-Gadamer; cosas como la naturaleza, otro hombre, otra época, pueden resultan extraños, quizás “hablan”, pero no “dicen” nada, así, hay que tender un puente y entonces “hablarán”, siendo la interpretación ese puente; otros, agrega el autor, como Nietzsche, Freud y Marx perciben la interpretación como un desenmascaramiento; la naturaleza, el hombre, la época, estimulan e interesan al hombre, pero también existen motivos para creer que se mistifican, esto es, debe accederse a las verdaderas intenciones que subyacen a las expresiones falaces, como la tesis de Nietzsche y Heidegger, según la cual no existen hechos, sino tan solo interpretaciones, pareciendo que un objeto es el resultado de interpretaciones de las cuales solo en mínima parte los hombre son conscientes.9


    García Máynez manifiesta que interpretar es desentrañar el sentido de una expresión; se interpretan las expresiones para descubrir lo que significan; la expresión es un conjunto de signos, por ello tienen significación; la ley aparece como una forma de expresión, que suele ser el conjunto de signos escritos sobre el papel que forman los “artículos” de los códigos y las leyes; lo que se interpreta no es la materialidad de los signos, sino el sentido de los mismos, es decir, su significación; la teoría de la interpretación es saber qué debe entenderse por el sentido de la ley.


    Entrando a un terreno jurídico, el citado autor declara la interpretación de la ley es una forma particular de interpretación o, mejor dicho, uno de los múltiples problemas interpretativos, pues no solo puede interpretarse la ley, sino, en general, toda expresión que encierre un sentido, es decir, el problema de la interpretación no es exclusivamente jurídico. La legislación, como acto expresivo, debe imputarse a la voluntad de los legisladores o, lo que es igual: que es Derecho lo que estos quieren; sin embargo, no se advierte ni se considera que lo querido por el legislador no coincide en todo caso con lo expresado en la ley, pues lo que aquel pretende es expresar algo que en su concepto debe ser Derecho, más para expresarlo tiene que valerse de un conjunto de signos que otras personas habrán de interpretar y cuya significación no depende, sino en muy pequeña escala, del mismo legislador.


    El mismo autor indica que lo interpretable no es la voluntad del legislador, sino el texto de la ley, pero esto no significa que la interpretación deba ser puramente gramatical, toda vez que la significación de las palabras que el legislador utiliza no se agota en su sentido lingüístico; basta con pensar en la equivocidad de muchos de los términos que maneja y sobre todo, en la necesidad en que se encuentra de usar vocablos que poseen una significación propiamente jurídica, no creada por él y que se halla en conexión con muchas otras del mismo sistema de Derecho.10


    Por su parte, Marmor apunta que la interpretación típicamente designa una actividad en parte creadora, la cual tiene que ver con la determinación del significado de aquello que en algún aspecto relativamente no está claro o es indeterminado; de una manera un tanto imprecisa, expresa, podría decirse que la interpretación añade a aquello que se interpreta algo nuevo que antes no se conocía.11


    Otro autor, Vernengo, señala que la interpretación de una norma se encuentra en la clase de sus expresiones equivalentes y sinónimas; una norma, de pronto, no solo manda o autoriza, sino que también informa, define, motiva, etc.; los enunciados normativos son fichas en variados juegos lingüísticos, sin que puedan postularse de antemano parentescos esenciales entre las diversas jugadas admisibles por ellos.12


    Ahora bien, pero, ¿cómo surge la necesidad de interpretar?, ¿por qué es importante la labor interpretativa? Tarsitano comenta que toda norma requiere ser interpretada para fijar su sentido y alcance, aún la ley con el texto más transparente debe ser interpretada, porque siempre, como mínimo, deberá concretarse el modelo abstracto a los hechos de la vía real; el proceso de interpretar la ley presupone la calificación jurídica, es decir, la individualización de la situación de hecho en el juicio hipotético descrito en la norma; así, la interpretación comprende los dos momentos: la comprensión del texto genérico y la determinación cierta de los hechos que cae bajo el alcance de la ley.13


    Kelsen considera que la necesidad de la interpretación resulta justamente de que la norma por aplicar o el sistema de normas, deja abiertas varias posibilidades, lo que significa, en su opinión, que no contiene ninguna decisión sobre cuál de las interpretaciones en el rango de los intereses corresponde justamente al acto que se efectúe desde la producción de las normas, por ejemplo, a la sentencia judicial.


    El autor de mérito manifiesta que la tarea de lograr, a partir de la ley, la única sentencia correcta, el único acto administrativo correcto, es en lo esencial la misma que la de crear, dentro y en obediencia del marco constitucional, la única ley correcta; declara que así como no puede obtenerse, partiendo de la constitución, mediante la interpretación, la única ley correcta, tampoco puede lograrse, a partir de la ley, por interpretación, la única sentencia correcta; ello por la sencilla razón de que el legislador es relativamente más libre en el acto de creación del Derecho que el juez, pero este también es creador del Derecho y también es relativamente libre con respecto de esta función.14


    Raz hace una exposición muy sustanciosa en relación con el por qué interpretar; comienza señalando los rasgos generales de toda interpretación, para entender cómo tratar la cuestión del “por qué interpretar”, que considera trivialmente obvios; primero, toda interpretación es necesariamente de un objeto; segundo, puede haber interpretaciones buenas o malas, mejores o peores, pero en realidad las interpretaciones son correctas o incorrectas, más que buenas o malas; tercero, puede haber buenas interpretaciones sobre el mismo objeto compitiendo entre sí, aunque, frecuentemente, lo que supera varias interpretaciones no equivale a una afirmación de pluralismo interpretativo y cuarto, las interpretaciones son calificadas buenas o malas por su habilidad para hacer que la gente entienda el significado de sus objetos.


    En idea del autor citado, las interpretaciones son exitosas en la medida que iluminen el significado de sus objetos, pero, en todo momento, tienen que estar sostenidas y justificadas por razones constitutivas que muestren cómo lo hacen; manifiesta que hasta donde se sabe, hay significado en el mundo solo donde el ser humano le ha introducido significado y este hecho probablemente explica la idea generalizada de que la interpretación consiste en recuperar la intención del autor o del agente; ahora bien, aclara que si la interpretación es del significado y este es el resultado de un hacer humano, entonces no es correcto que sea el resultado de intenciones humanas ni, por tanto, que la exitosa recuperación de esas intenciones sea la marca de una buena interpretación.


    Es imposible tener reglas generales cuya aplicación no pueda, en ocasiones, conducir a la injusticia, añade el autor citado, más aún si no es mitigada por la equidad, que no siempre se manifiesta por razones interpretativas; así, por citar un caso, las decisiones de los jurados en las jurisdicciones de common law,15 las cuales son tomadas sin hacer públicas sus razones, ejemplifican un mecanismo que permite la operación de la equidad que no se deriva del razonamiento interpretativo.


    En respuesta al cuestionamiento ¿por qué debe existir interpretación? Raz señala:


    Entonces las decisiones de las autoridades jurídicas son los objetos primeros y al interpretarlas ganamos en el entendimiento del contenido del derecho que dichas decisiones crean. Esto revelan lo que algunos consideran una paradoja: si el razonamiento jurídico establece lo es el derecho al interpretar las decisiones autoritativas, esto sólo puede significar que su propósito es revelar las intenciones de las autoridades que tomaron tales decisiones.16


    Recasens Siches recalca lo esencial que resulta el estudio sobre la interpretación del Derecho en la teoría y en la práctica, tanto que, sin interpretación, no hay ninguna posibilidad que de hecho exista ni funcione el sistema jurídico. Apunta que existieron legislaciones que, haciendo gala de una petulante arrogancia, prohibieron la interpretación de las normas que emitían, debido a que tales legisladores no sabían, lo cual para el autor resulta un “descomunal disparate”, o querían decir otra cosa o probablemente querían decir que ordenaban una interpretación estricta y severa, lo cual en fin de cuentas constituye también, en su opinión, una tontería de gran tamaño, porque el legislador esencialmente carece de competencia para ordenar sobre cómo debe ser la interpretación.


    Cuando las leyes son interpretadas directamente por los particulares tienen un carácter de provisional, expresa el autor, precisando que vale y se desenvuelve apaciblemente mientras no surja una duda o una controversia; las normas de Derecho positivo son instrumentos prácticos, elaborados y construidos por los hombres para que, mediante su manejo, produzcan en la realidad social unos ciertos efectos, relacionados con el cumplimiento de los propósitos concebidos que inspiraron la elaboración de tales normas.17 El mismo autor, en otra de sus obras, argumenta tajantemente que sin interpretación no hay posibilidad de que exista ningún orden jurídico.18


    De acuerdo con lo expresado por los citados autores, no resultaría posible el orden jurídico y, por lo tanto, el Estado de Derecho, sin la interpretación de las leyes, ya que sería imposible ponerlas en práctica ante la realidad social. Pero el problema de la interpretación es bastante complejo, Sanz de Urquiza asienta que siempre existe dificultad para interpretar las normas jurídicas porque estas emanan, en su esencia, de un proceso cultural e histórico, por lo que, en consecuencia, cualquier interpretación que se haga estará sujeta a cambios en la medida en que varía y evoluciona la sociedad en que se encuentra insertada.


    Una interpretación jurídica no debe permanecer y perpetuarse en el tiempo o tratar, de alguna manera, de avenirse a un método interpretativo preexistente; señala el autor citado añadiendo que el problema de la interpretación es más profundo que una cuestión gramatical o un caso lingüístico; la interpretación jurídica de una ley no debe limitarse a un simple ejercicio gramatical, ya que se corre el riesgo de convertirla en un desciframiento o en habilidad especial, cuando debe ser jurídica; establece tres fases o etapas diferenciadas en el proceso interpretativo.


    En una primera fase de la interpretación, se estudia la norma en sí misma y dentro de su propio texto, para considerarla dentro del contexto nomológico en el cual se inserta, es decir, el ámbito del derecho al cual está destinada, considerando su mayor o menor rango jurídico.


    En la segunda fase surge la dimensión histórica cultural, realizándose la evaluación de los hechos, toda vez que hay una circunstancia histórica en la que se sanciona la norma y otra en al cual se interpreta; es en este momento del proceso cuando se debe dar sentido a la ley de acuerdo con la coyuntura histórica que vive la sociedad, sin tener en cuenta las interpretaciones que se formularon al tiempo de su sanción; en la tercera fase, afloran los factores psico-sociológicos y el intérprete es influenciado por todo un conjunto de elementos que lo llevan a una determinada decisión, no exenta muchas veces de presiones ambientales o político-sociales.


    Toda interpretación en Derecho debe tener como fin buscar la justicia, que implica una operación total, expresa el referido autor, precisando: la justicia es un elemento vertebrado y estructurado por un orden jurídico positivo, que en plena consideración a ello, la interpretación de esa estructura debe ser integral; la interpretación debe hacerse sobre la base de criterios jurídicos y no económicos, ya que debe entenderse que las posibles consideraciones económicas, así como otras de naturaleza política, técnicas, así como otras no jurídicas y extrañas al derecho tributario, ya han sido tomadas en cuenta por el legislador e incorporadas a la norma; después de todo lo manifestado, sintetiza que el intérprete debe examinar en forma conjunta los hechos y la norma que corresponde aplicar, a fin de obtener una solución justa al conflicto de pretensiones fisco contra contribuyente, que se origina siempre en una interpretación diferente de la norma aplicable o una distinta apreciación o evaluación jurídica de los hechos relevantes.19


    Casás también coincide con la necesidad de que toda norma jurídica debe ser interpretada para que, a su vez, pueda ser aplicada; apoyándose en las aportaciones al estudio de la interpretación propuestas por Jarach, quien considera que las disposiciones legales que definen los presupuestos de hecho, con sus ambigüedades, luces y sombras, confirman las complejidades que inexorablemente ocurren en la aplicación de cualquier precepto jurídico, lo cual desmiente el aforismo latino in claris verbis non fit interpretatio,20 ya que, aunque la letra de la ley puede ser lo más clara y limpia, existe la necesidad de la interpretación, porque lo que puede no estar claro son los hechos de la vida real, que no se ajustan a los modelos previstos en la ley. Pérez de Ayala Pelayo confirma lo anterior cuando indica: “si se dice que la norma es clara, ello solo es posible porque previamente ha sido interpretada”.


    El referido Casás asienta que para la aplicación de las leyes resulta posible la utilización de todos los métodos proporcionados por la ciencia jurídica para la interpretación del Derecho en general, de modo que pueden tener cabida en esta materia, no solo los métodos “literales” exegéticos, sino también los “lógicos”, que apuntan a desentrañar la voluntad, intención o finalidad perseguida por el legislador.


    Aunque cabe señalar que difícilmente se puede interpretar por un método literal, ya que no se interpreta por la suma de significados, sino que se atiende al significado y estructura de la oración, recordemos que todas las leyes en México están redactadas de tal forma que forman oraciones creadas por la sintaxis21 y la semántica,22 por lo que el método por excelencia sería el gramatical.23


    Saavedra expresa que la interpretación de cualquier texto responde a las necesidades y expectativas actuales del intérprete, que condicionan el proceso seguido para la determinación del sentido y del resultado obtenido.24 Lo anterior significa que solo cuando el intérprete es honesto, la interpretación no estará condicionada a sus prejuicios o intereses particulares.


    Hoffmann refiere a Kelsen, quien considera que en el problema de la interpretación tiene mucho que ver la estructura jerárquica del orden jurídico vigente y sostiene que toda norma debe ser interpretada para su aplicación en la medida en que el proceso de creación y de aplicación del Derecho desciende un grado en la jerarquía del orden jurídico; el autor en cita refiere que algunos juristas como Aftalión, García Olano y Villanova, enseñan que el objeto de la interpretación jurídica, no es la ley, sino la conducta humana, los jueces no interpretan leyes o normas, sino que interpretan o comprenden conductas, por medio de ciertos esquemas de interpretación –tipos, estándares– llamados leyes.25


    Cárdenas Elizondo señala que el problema de la interpretación de las normas fiscales ha sido planteado en la doctrina a partir de dos puntos de vista; por una parte, se sostiene que las normas del Derecho fiscal tienen la misma naturaleza ordinaria que otras normas jurídicas, rechazándose el carácter excepcional que se les atribuía antiguamente y por tanto, se consideran aplicables los métodos válidos para la interpretación del Derecho en general; en sentido contrario, otra corriente de la doctrina estima que, dadas las relaciones jurídicas que se establecen entre los entes públicos y los particulares con motivo de la tributación, impiden la aplicación de las reglas comunes de interpretación, pues las leyes fiscales son de naturaleza especial, razón por la cual, se deben interpretar y aplicar según un sistema particular.26


    García Máynez manifiesta que la interpretación nunca debe depender de las circunstancias imperantes en el momento de la aplicación del ordenamiento jurídico, ya que de ser así, no podría existir la seguridad jurídica porque el sentido de los textos cambiaría constantemente, por ello, el intérprete debe atender primordialmente a la fórmula utilizada por el legislador; como todo lenguaje humano, el verbo de la ley es solo un instrumento, cuyo fin escriba en expresar algo; precisa que mientras más complejas y numerosas son la leyes, mayor es el campo reservado a la lógica en la tarea interpretativa, pero el intérprete no debe limitarse solo al texto de la disposición legal que intenta esclarecer, sino debe considerar todo elemento externo que ayude en la tarea, porque el área de la interpretación sería demasiado estrecha.


    En relación con esto último, el mismo autor explica que algunas veces es necesario, para descubrir la voluntad del legislador, tomar en cuenta los elementos extrínsecos, siempre que aclaren el sentido y el alcance de la disposición, que pueden ser de muy diversa índole; asimismo, la interpretación no puede consistir en un análisis de lo que el legislador hubiera querido, en el supuesto de que su atención se hubiera dirigido hacia tal o cual problema concreto; enfatiza de que en aquellos casos en que este no ha podido dirigir su voluntad hacia determinadas disposiciones de unir el cuerpo legal, resulta incorrecto atribuirle un propósito no expresado; en todo caso, deberá derivarse la solución de otra fuente o recurrir a la libre investigación científica.27


    Es interesante el comentario del anterior autor, ya que en ningún momento el intérprete, al intentar descubrir la voluntad del legislador, podrá atribuirle un significado que no se encuentra expresado en el texto de la norma jurídica, so pena de ampliar injustificadamente su rango de aplicación y, por ende, hacer objeto de regulación algo que a todas luces no lo era.


    Vernengo también postula que la interpretación es algo más del simple examen de la literalidad del texto; pero la interpretación literal de la ley se obtiene con un buen conocimiento del lenguaje en que esté redactada y, eventualmente, con alguna ocasional consulta al diccionario; concibe a la interpretación literal como el primer paso en el camino interpretativo.28 Aunque debemos aclarar que la interpretación de las normas conforme a su literalidad, no significa que es la suma de significados aislados de las palabras, ya que podemos caer en absurdos, en todo caso, abordamos la interpretación mediante la aplicación del método gramatical, ya que esta es la que se ocupa mediante la sintaxis y la semántica, a darle un sentido a la oración, en virtud de que es mediante oraciones gramaticales la forma en que están redactan las disposiciones jurídicas.


    Vigo efectúa un interesante y completo análisis de la interpretación; inicia recordando que en la dogmática el objeto de la interpretación se reducía a las normas jurídicas, porque, en idea de Savigny, el intérprete se limitaba a “reproducir el pensamiento del legislador” o a “concebir pura y completamente el pensamiento del legislador”; posteriormente, enuncia las cinco dimensiones históricas en la interpretación jurídica, que son: jurídica, fáctica, axiológica, lingüística y lógica, que se describen a continuación:


    
      	
• La dimensión propiamente jurídica o regulatoria, en la cual la perspectiva dogmática centraba su atención en esta dimensión, incluso la reducía.



      	
• La dimensión fáctica; aquí los hechos que enfrenta el intérprete jurídico han dejado de ser una problemática olvidada o meramente estudiada por procesalistas, para convertirse en tema de significación e interés de la teoría general del derecho; el hecho originario o bruto a interpretar es en parte abreviado y en parte completado por el intérprete y en esta tarea aparecen valoraciones.



      	
• La dimensión axiológica; implica la renuncia del intérprete a pretensiones científicas, a la subjetividad, lo irracional o el voluntarismo.



      	
• La dimensión lingüística; sostiene una confianza absoluta en las posibilidades del lenguaje, en tanto se ignoraban los problemas semánticos, sintácticos y pragmáticos que el uso del mismo conlleva. Esa visión ingenua o “mágica” (carnap) posibilitaba que se pretendiera que el intérprete repitiera exactamente la ley para el caso.



      	
• La dimensión lógica; sostiene que la interpretación debe someterse a una lógica propia del mundo matemático; explícitamente Liard reclama en Francia que los artículos del Código funcionen como teoremas.


    


    Asimismo, el referido autor señala otros aspectos importantes a considerarse en la tarea interpretativa, como los siguientes: la labor del intérprete requiere un esfuerzo metódico, es decir, implica una deliberación ordenada a la elección de la norma, canalizado conforme a un método propio de la interpretación jurídica, esencialmente constituido por las etapas deliberativa y el juicio de elección; debe imperar la razón práctica, toda vez que la interpretación es obra de la razón práctica, o sea, ordenadora de la conducta hacia el bien, la belleza o la utilidad; la interpretación debe determinarse a partir del texto y demás elementos del ordenamiento jurídico; aquí la tarea del jurista es fundamental y esencialmente determinadora de lo que le corresponde a cada uno; esta es la perspectiva u objeto formal que tiene en vista el intérprete jurídico si pretende fidelidad a su misión; asimismo, debe expresar las razones y argumentos que permitan respaldar y fundar la conclusión alcanzada.29


    Tamayo distingue dos objetivos de la interpretación jurídica; primero, asignar un significado jurídico a ciertos hechos o comportamientos humanos, los cuales se constituyen en “hechos jurídicos” en la medida que son jurídicamente considerados y por tanto, jurídicamente interpretados; segundo, asignar un significado jurídico (técnico) a objetos conocidos ya como jurídicos, es decir, los “materiales” pertenecientes a un orden jurídico positivo; afirma que es fácil observar que los materiales jurídicos (constitución, leyes, etc.) en razón de su función prescriptiva, se encuentran dirigidos ya a ciertos individuos, que deben hacer uso de estos materiales, es decir, tiene que aplicarlos.30


    Otro autor, Bengoa Ruiz de Azúa refiere a Aguirre, que distingue distintos niveles de interpretación; un primer nivel consistente en la aprehensión inmediata del objeto, que crea la posibilidad de la explicitación; un segundo nivel que se aleja de la anticipación horizontal inicial, tratando precisamente de eliminar su carácter de anticipación vacía; ambos niveles pertenecen aún a la vida natural, para posteriormente; un tercer nivel consistente en la efectuación expresa de la reducción fenomenológica, lo que se traduce en que se elimina la intencionalidad horizontal y la conciencia hermenéutica natural, es decir, se elimina el proceso natural de aprehensión del objeto para avanzar a un plano científico, que llama fenomenológico, en cuanto a la observación de los objetos a interpretar como “fenómenos”.31


    Cisneros Farías identifica los elementos esenciales de la interpretación, que tienen un carácter común a diversos métodos de interpretación, así, en su concepción, existe un elemento lingüístico, lógico, histórico y sistemático; el gramatical, lingüístico o filológico es conocido como un elemento natural de la interpretación de la ley, toda vez que la norma jurídica se encuentra escrita en signos gráficos, signos humanos de comunicación, palabras o lenguajes gramatical; el elemento lógico está constituido por el aspecto finalista de la ley, por llevar el raciocinio al fin o propósito de la norma; aclara que los aspectos lógicos y teleológicos, es decir, la razón o fin de la ley, están ligados con la norma misma y constituyen la ratio legis; el elemento histórico, que considera a las normas jurídicas actuales como vinculadas al pasado, con sus antecedentes producidos en la evolución del Derecho; el elemento sistemático se relaciona con el procedimiento lógico, con su función de relacionar la norma con las otras que integran una institución jurídica y cada una de dichas instituciones con el conjunto de ellas, hasta llegar a los principios fundamentales del sistema jurídico.


    El mismo autor señala que los abogados, las autoridades jurisdiccionales y los particulares en general, tienen diferentes formas de interpretar la norma jurídica por aplicar; en ocasiones esa interpretación es respecto a la norma jurídica por aplicar, a veces esa interpretación raya en la curiosidad lógica, pues afirman que la ley es clara; lo cierto, afirma, es que la interpretación también versa sobre la realidad social, lo cual hace que no sea sencilla, sino compleja.32 Esto es así, toda vez que no existe un orden regulador sobre los métodos a utilizar para llevar a cabo la interpretación, y obtener el resultado de la misma de manera declarativa o estricta, que es como se ha dado en llamar en la práctica cotidiana a dicho resultado desentrañado, e incluso se ha llegado a mencionar como método de interpretación, confundiendo los medios utilizados con el fin esperado.


    Cuando exista consenso sobre los métodos a utilizar y se defina la metodología33 o la técnica34 a utilizar, entonces los resultados de la interpretación tenderán a ser los mismos o al menor tratarán de converger en una dirección, con independencia de quien los lleve a cabo, pero no debemos de olvidar que dependerá en gran manera del conocimiento jurídico que el intérprete tenga.


    Existen diferentes argumentos interpretativos a los que el intérprete puede recurrir en su tarea; Ezquiaga35 los enuncia y describe como sigue:


    
      	
• El primero, el argumento a cohaerentia, aquel por el que dos enunciados legales pueden expresar dos normas incompatibles entre ellas, por ello, funciona tanto para rechazar los significados de un enunciado que lo hagan incompatible con otras normas del sistema, como para atribuir directamente un significado a un enunciado, en virtud de que el argumento justifica no solo la atribución de significados compatibles y el rechazo del significado incompatible, sino la atribución del significado que haga al enunciado lo más coherente posible con el resto del ordenamiento.



      	
• El segundo, el argumento sedes materiae, aquel que realiza la atribución de significado a un enunciado dudoso a partir del lugar que ocupa en el contexto normativo del que forma parte, basado en la creencia que la localización topográfica36 de una disposición proporciona información sobre su contenido.



      	
• El tercero, el argumento de rúbrica, consiste en atribuir a un enunciado un significado sugerido por el título o rúbrica que encabeza el grupo de artículos en el que se encuentra inserto el precepto a interpretar; se basa en la presunción de atribuir de racionalidad al legislador que dispone lógicamente las materias tratadas y traduce correctamente sus intenciones en los títulos de las leyes y las divisiones que realiza en su actividad legislativa.



      	
• El cuarto, el argumento sistemático en sentido estricto, aquel que para atribución de significados a una disposición considera el contenido de otras normas, su contexto dentro de un sistema jurídico.



      	
• El quinto, el argumento psicológico, aquel consistente en atribuir a una norma jurídica el significado que se corresponda, de acuerdo con la voluntad del emisor o autor de la misma.



      	
• El sexto, el argumento de la no redundancia, según el cual cada disposición legal debe tener una incidencia autónoma, un significado particular, para que no constituya una mera repetición de otras disposiciones legales.



      	
• El séptimo, el argumento pragmático, que consiste en justificar un significado a partir de las consecuencias favorables que se derivan del mismo, o bien, la inconveniencia de otro posible significado por las consecuencias desfavorables del que se derivan.



      	
• El octavo, el argumento teleológico, en el cual se justifica la atribución de un significado apelando a la finalidad del precepto, entendiendo que la norma es un medio para un fin.



      	
• El noveno, el argumento histórico, que justifica atribuir al enunciado un significado acorde con la forma en que los legisladores, a lo largo de la historia, han regulado la institución jurídica que el enunciado actual regula; y el décimo, el argumento por el absurdo, aquel que justifica rechazar un significado de un enunciado por las consecuencias absurdas a las que conduce.


    


    Estos argumentos servirán para dar un marco de referencia al intérprete al llevar a cabo la interpretación, con el propósito de que la misma sea lo más objetiva posible y se atienda a los intereses, tanto del Estado como de los particulares en su conjunto, pero no establecen la metodología a seguir ni los conocimientos (episteme) requeridos en el proceso interpretativo.


    Debemos considerar lo que señala Beuchot sobre las interpretaciones posibles que pueden derivarse de una norma, por una parte, sobre la hermenéutica se cierne el peligro de los que dicen que todas las interpretaciones son válidas, esto es, los que propugnan un relativismo extremo o absoluto de la interpretación. Por la otra parte, los que han sostenido que solo una interpretación puede ser válida (o verdadera). Al primer extremo, el del relativismo, podemos verlo como equivocismo.37 Al segundo extremo, el de la interpretación única, podemos verlo como univocismo. ¿Hasta qué punto estas aseveraciones son válidas en el Derecho Fiscal?


    No podemos limitarnos al hecho de pensar que las normas jurídicas siempre serán exactas en su interpretación, ya que hablar de una técnica o de una metodología en la aplicación de los métodos que se utilicen para llevarla a cabo dicha interpretación, dependerá en gran manera del conocimiento jurídico y la experiencia del intérprete.


    Así lo establece Ambrosio Velazco al indicar estar de acuerdo con que la perspectiva hermenéutica adecuada debe partir del reconocimiento de la diversidad de los intérpretes, de sus distintas intenciones y situaciones hermenéuticas, y al mismo tiempo reconocer que el objeto mismo de interpretación tiene una identidad que fija márgenes o límites a toda posible interpretación.38


    Cabe señalar que en el caso concreto de esta obra, se puede confundir entre tratar de establecer una propuesta metodológica para interpretar, o de un modelo teórico sobre la interpretación, que parte de ciertos presupuestos ontológicos y epistemológicos. En efecto, se trata de lo segundo, esto es, de proponer un modelo teórico de la interpretación que incluye sugerencias metodológicas.


    


    1.3 Elementos de la interpretación


    Es común que se confundan los elementos que conllevan la interpretación como sucede en los fines o resultados y los medios utilizados para realizar la misma. Los fines de la interpretación se refieren al producto resultante al realizar la interpretación una persona, mientras que los medios utilizados, se refieren a los métodos que utiliza el intérprete; en el presente apartado se estudian los resultados de la interpretación y el origen de esta por quien la realiza, es decir, por su autor, ya que los métodos se estudian en el capítulo siguiente.


    Castañeda González considera la confusión comentada, aterrizada al ámbito fiscal mexicano y suscitada entre los que por razones profesionales deben interpretar las normas fiscales. En su opinión, la confusión aparece cuando se expresa que las disposiciones que establezcan cargas a los particulares son de “aplicación estricta”, pero ello se refiere simplemente a los efectos de tal aplicación, es decir, a los efectos declarativos, extensivos y restrictivos, más no a los métodos de interpretación; sin embargo, cuando se alude en el Art. 5 del Código Fiscal de la Federación a las demás disposiciones, es decir, a las que no establecen cargas, en lugar de referirse a dichos efectos, a fin de ser congruente con su postura inicial, hace referencia a los métodos de interpretación; el referido autor estima que esa no era la intención del legislador, ya que conocía perfectamente la diferencia entre aplicar una norma e interpretarla.39


    Considero valida esta opinión y concuerdo con ella, ya que epistemológicamente primero se analiza, después se interpreta y luego se aplica, lo cual llevado al Derecho no tendría por qué cambiar.


    Para Zavala Aguilar, la interpretación de las normas jurídicas se divide bajo tres criterios: por los autores o quien la hace, por los métodos o medios utilizados, y por los resultados a los que se llega que, a su vez, se dividen como sigue:


    
      	
1. Por los autores o el origen de esta:


    


    
      	
• Auténtica o legislativa.



      	
• Judicial o jurisdiccional.



      	
• Administrativa o ejecutiva.



      	
• Doctrinal o Privada.


    


    
      	
2. Por los medios o métodos utilizados:


    


    
      	
• Gramatical.



      	
• Sistemático.



      	
• Teleológico.



      	
• Histórico.



      	
• Evolutivo.



      	
• Significación económica.



      	
• Contrario sensu.


    


    
      	
3. Por los resultados a los que se llega:


    


    
      	
• Restrictiva.



      	
• Declarativa o “estricta”.



      	
• Extensiva.


    


    Es importante señalar que más que criterios estamos hablando de elementos, por lo que en toda interpretación deben intervienen tres elementos como condición sine qua non para llevar a cabo dicha actividad interpretativa: quién hace la interpretación, los métodos utilizados y el resultado obtenido. La interpretación es la conjugación de estos elementos, por lo que doctrinalmente se puede hablar de cada elemento en forma aislada, sin que ello implique que la interpretación puede hacerse utilizando únicamente uno de estos elementos.
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